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RENDICIÓN DE CUENTAS – AGENTE OFICIOSO - FACTURAS Y CUENTA CORRIENTE EN BANCOLOMBIA - SE ORDENA RENDIR CUENTAS DEL PRODUCTO FINANCIERO – CONFIRMA - PERO NO DE LAS FACTURAS- REVOCA – “El demandado, en su calidad de representante legal suplente de la sociedad actora fue quien abrió la referida cuenta corriente, sin autorización del demandante y respecto de ella no se ha rendido informe, tal como lo aceptaron las partes en los interrogatorios que absolvieron y al dar respuesta a la demanda. En ese primer acto, dijo el representante legal de la sociedad demandante que el demandado abrió la cuenta por capricho suyo, y este justificó el hecho con el argumento de que tenían problemas con la cuenta del Banco de Bogotá y por eso abrió otra en Bancolombia.

En esas manifestaciones se encuentra una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 191 del CGP puede ser apreciada y vale también la que se hizo por medio de apoderada, de conformidad con el artículo 193 de la misma obra.
(…)

La cuenta de que se trata la abrió el demandado como representante legal suplente de la sociedad actora, hecho que no ha sido objeto de controversia en el plenario y que por el contrario, ambas partes aceptaron. 

Pero esa calidad no lo facultaba para abrirla, pues no se estaba ante una falta absoluta o temporal del representante legal principal y tampoco tenía el accionado poder expreso para hacerlo de acuerdo con los estatutos que rigen a la sociedad demandante, que no le permiten actuar en forma simultánea con el representante legal principal, pues el objetivo de la suplencia no es otro que el de reemplazar a la persona que ejerce la titularidad de la representación legal de una compañía en sus faltas temporales y absolutas, como lo explicó la Superintendencia de Sociedades en oficio 220-087352 del 10 de junio de 2014
(…)
Como atrás se indicara, está probado que el citado señor fue   quien abrió la cuenta corriente tantas veces citada, sin que para ello estuviese facultado, pues no podía actuar como representante legal suplente de la sociedad demandante porque no estaba ausente temporal o definitivamente el principal.

De esa manera las cosas, puede deducirse que tal apertura se produjo como consecuencia de un acto unilateral lícito del demandado. Concretamente actuó como agente oficioso, de acuerdo con la definición que trae el artículo 2304 del CC, al decir que “La agencia oficiosa o gestión de negocios ajenos, llamada comúnmente gestión de negocios, es un contrato por el cual el que administra sin mandato los bienes de alguna persona, se obliga para con esta y la obliga en ciertos casos.” 

De acuerdo con el artículo 2305 del mismo código, las obligaciones del agente oficioso o gerente son las mismas que las del mandatario;  el artículo 2181 de esa obra dice que el mandatario es obligado a dar cuenta de su administración y el 1268 del C de Co expresa que el mandatario deberá informar al mandante de la marcha del negocio; rendirle cuenta detallada y justificada de la gestión y entregarle todo lo que haya recibido por causa del mandato, dentro de los tres días siguientes a la terminación del mismo.

En el asunto bajo estudio, la agencia oficiosa terminó, respecto del manejo de la cuenta corriente de que se trata, pues fue cancelada, tal como se indicara en otro aparte de esta providencia. Por ello,  surgió la obligación para el demandado, de rendir las cuentas que respecto de él se reclaman. 

8. Los argumentos que hasta aquí se han traído permiten entonces aseverar que en este caso no recaía en la asamblea general de accionistas la decisión de iniciar esta acción o la de exigir cuentas al accionado, como lo sostiene la apoderada de la parte demandada, pues no se está frente a un administrador de la sociedad, sino frente a un agente oficioso.

También, que estaba facultado para reclamar las cuentas el señor Fernando Arboleda Moscoso, en su calidad de representante legal de la sociedad demandante, pues como agente oficioso, el demandado administró la tan mencionada cuenta de su propiedad .

Y ello entonces permite también deducir que el señor Arboleda Moscoso no actuó como un socio más, ni frente a un administrador, como ya se ha explicado, razón por la cual tampoco puede aplicarse en este caso, el concepto de la Superintendencia de Sociedades, contenido en el oficio número 220-020481 del 02 de abril de 2012, radicado 2012010320639.
(…)
Se revocará sí la sentencia de primera sede en cuanto mandó rendir cuentas respecto de las facturas cambiarias de compraventa a que se refieren los números 23  a 26 de las pretensiones, porque en relación con ellas no se relató hecho alguno del que pueda deducirse la existencia de  aquella obligación. En efecto, en los hechos 8 a 10 de la demanda se detallaron cuatro de tales documentos por su valor y fecha de creación, pero no se indicó por quién fueron aceptadas, ni el nombre de su beneficiario, sin que tal escrito contenga relato alguno del que pueda inferirse que títulos valores como esos hayan sido administrados por el demandado, ni el origen de esa supuesta gestión.

En consecuencia, no resultaba posible acceder a la pretensión de que se trata; hacerlo, implicaría desconocer el artículo 281 del CGP que al consagrar el principio de la congruencia, le ordena al juez dictar sentencia de acuerdo con los fundamentos fácticos en que se apoyan las pretensiones de la demanda, porque en este caso, ninguno se relató en el que se haya expresado la razón por la que el actor está legitimado para solicitar al demandado rendir cuentas sobre los títulos valores a que se ha hecho referencia; tampoco alguno indicativo de que sea este el llamado a hacerlo.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 22 DE ENERO DE 2016. Con la acción propuesta pretende la sociedad actora, representada por Fernando Arboleda Moscoso, se ordene al demandado rendir cuentas; conciliar sobre las facturas que relaciona y respecto de unos dineros consignados en la cuenta corriente No. 720-391595-54 que también enlista y ordenar que “el presente acuerdo conciliatorio sea pagado por la parte convocada”.

Como fundamento de esas pretensiones se dijo que Fernando Arboleda Moscoso creó la empresa Delta Ingeniería EU, el 8 de febrero de 2000, mediante documento privado y la inscribió en la Cámara de Comercio el 15 del mismo mes; por Acta 0000001 del 4 de mayo de 2009 cambió su denominación por Ingeniería Delta SAS y la inscribió en la misma entidad el 22 de junio; el 4 de mayo del mismo año ingresó a la sociedad el señor Rubén Darío Pineda; este, desde el mes de marzo, actuando como representante legal suplente abrió una cuenta en Bancolombia, distinguida con el número indicado en las pretensiones, sin autorización del representante legal principal, señor Fernando Arboleda Moscoso y no rindió cuenta de ella, época desde la cual algunos proveedores de la empresa comenzaron a consignarle sumas de dinero. Luego relaciona las facturas que mencionó en las pretensiones y a renglón seguido dijo que algunos proveedores consignaron dineros en la cuenta referida, los que nuevamente enlista. Por último expresó que desde el mes de agosto de 2015, el señor Rubén Darío Pineda salió como socio de la empresa y que dicha cuenta se mantuvo a nombre de la sociedad demandante hasta el mes de diciembre de 2015, cuando Arbolea Moscoso logró cerrarla.
RESPUESTA A LA DEMANDA: El demandado aceptó parcialmente los hechos de la demanda. Adujo que es accionista de la sociedad  demandante, propietario del 50% de las acciones ordinarias suscritas; que la cuenta en Bancolombia se abrió sin reparo alguno por parte de Fernando Arboleda Moscoso, quien además tenía conocimiento de las sumas consignadas por los clientes de la sociedad y que se destinaban a sufragar los gastos de mantenimiento y funcionamiento; las consignaciones en la cuenta las hicieron los clientes y no los proveedores de la referida sociedad; el demandado no ha cedido ni transferido sus cuotas y fue el señor Fernando Arboleda quien el 1º de diciembre  de 2015 cambió la chapa de la puerta de la oficina donde funciona la sociedad, sin que le fuera permitido retirar sus objetos y documentos personales, razón por la cual dejó de participar en las decisiones de la asamblea general de accionistas, desconociendo la situación jurídica y financiera de la sociedad. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las de falta de legitimación en la causa por activa, temeridad y mala fe y la genérica. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 27 de septiembre de 2016. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas; se ordenó al demandado rendir cuentas sobre lo pedido en la demanda y se le condenó a pagar las costas del proceso. Empezó la jueza por analizar las excepciones propuestas. Dijo que sí estaba legitimado en la causa el demandante para solicitar las cuentas de conformidad con los artículos 45 y 46 de la ley 222 de 1995, que transcribió; también, que en las SAS los únicos órganos obligatorios son la asamblea de accionistas y el representante legal y que es este quien las pide, lo que puede hacer respecto del demandado, representante legal suplente y así concluyó que no estaba probada la excepción de falta de legitimación en la causa. La de temeridad y mala fe no prospera porque se fundamentó en hechos ajenos a una demanda de rendición de cuentas.  
Y al analizar las pretensiones, concluyó que estaba probado, con el interrogatorio del demandado, que fue él quien abrió la cuenta a que se refieren los hechos de la demanda y que en ella se consignaron los dineros, mientras fue el suplente del representante legal; él era la única persona que manejaba esa cuenta y el demandante, como representante legal tiene derecho a saber qué paso con esos dineros, razón por la cual no prospera la excepción de falta de legitimación en la causa por activa; tampoco la de mala fe porque lo que se manifiesta en el último inciso de esa excepción no es de resorte en este proceso (A pesar de que ya se había pronunciado sobre las excepciones, lo hizo nuevamente). 

RECURSO DE APELACIÓN. Lo interpuso la parte demandada. En esta sede, alegó: “Señores magistrados, me permito en este momento exponer las razones por las cuales debe ser revocada la sentencia de primera instancia dictada por el Juzgado el día 27 de septiembre de 2016. Voy a ser muy concreto simplemente ampliando los puntos que la apoderada que me antecedía presentó en esa instancia. Como primer punto es necesario aclarar que el representante legal de una sociedad no es un órgano social, caso contrario a lo que manifestó la juez de primera instancia. La asamblea general de accionistas es la encargada de determinar quién debe rendir cuentas ante la misma, tal y como se estableció en los estatutos  de la sociedad, prueba que obra dentro del expediente y que no fue tenida en cuenta por el a quo, que no obstante escuchar la declaración del señor Fernando Arboleda Moscoso, representante legal de la sociedad demandante quien a minuto 14:25 de la audiencia inicial reconoció la participación del señor Rubén Darío Pineda como accionista de la sociedad ya mencionada, propietario del 50% de las acciones de “Delta Ingeniería SAS” y al minuto 23:51, admitió que faltó a la verdad registrando en la Cámara de Comercio un documento en el cual se presenta como accionista único el cual no obedece a la realidad societaria; razones por las cuales es claro que el demandado no se encuentra, se encuentra excluido de la sociedad desde el mes de diciembre de 2015; que no ha podido tomar decisiones que competen a la asamblea general de accionistas, la cual debe estar integrada por los socios, por los dos socios paritarios, que en este caso que nos compete es el señor Fernando Arboleda Moscoso y mi representado. Con fundamento en lo anterior, a un socio individualmente considerado, no le asiste el derecho a exigir rendición de cuentas, por cuanto tal competencia la tienen los órganos sociales, que en este caso, es la asamblea general de accionistas la cual nunca se convocó, por lo tanto, las decisiones fueron tomadas única y exclusivamente por el señor Fernando Arboleda Moscoso, incumpliendo los estatutos de “Delta Ingeniería” que como se observa, reitera los estatutos obran en el expediente de la ley societaria. Es importante en este punto traer a colación lo dispuesto en la Ley 222 del 95, lo que compete el artículo 45 rendición de cuentas y artículo 46 rendición de cuentas al fin del ejercicio. El artículo 45 de dicha ley establece que: “… Los administradores deberán rendir cuentas comprobadas de su gestión al final de cada ejercicio, dentro del mes siguiente a la fecha en la cual se retiren de su cargo y cuando les sea exigido  el órgano que sea competente para ello. Para tal efecto presentarán los estado financieros que fueren pertinentes, junto con un informe de gestión. La aprobación de las cuentas no exonera de responsabilidad a los administradores, representantes legales, contadores públicos, empleados y asesores o revisores fiscales”. A su vez el artículo 46 de la mencionada ley determina que: “… Rendición de cuentas al fin de ejercicio. Terminado cada ejercicio contable, en la oportunidad prevista en la ley o en los estatutos, los administradores deberán presentar a la asamblea o junta de socios para su aprobación o improbación, los siguientes documentos: Un informe de gestión, los estados financieros de propósito general, junto con sus notas, cortados a fin del respectivo ejercicio y un proyecto de distribución de las utilidades repartibles. Así mismo presentarán los dictámenes sobre los estados financieros y los demás informes emitidos por el revisor fiscal o por contador público independiente”. De igual manera, respecto a quién está facultado y quién cuenta con legitimación por activa para exigir cuentas a los administradores la Superintendencia de Sociedades en concepto, oficio número 220-020481 del 02 de abril de 2012, radicado 2012010320639 manifestó: “… De la jurisprudencia transcrita se colige que para iniciar la acción provocada de cuentas, es necesario tener legitimidad para ello, esto es, que la ley le haya otorgado el derecho a que le rindan cuentas, asunto que no es aplicable en la regulación societaria pues como se vio anteriormente un socio individualmente considerado no está facultado para exigirle cuentas de gestión a los administradores, sino que esto deben hacerlo los órganos de la sociedad a los cuales les fue asignada tal función”. Igualmente el despacho de primera instancia da por probado que la sociedad demandante se encuentra integrada por un socio que actualmente funge como representante legal omitiendo valorar las siguientes pruebas: Prueba documental obrante en el expediente, la confesión del señor Fernando Arboleda Moscoso, y el testimonio del señor Yeison Díaz Villegas, que claramente prueban la calidad de socio de mi representado la cual se encuentra demostrada, incluso desde la fijación del litigio, aclarando que la parte demandante aportó al proceso un acta de asamblea cuyo contenido no corresponde a la realidad incurriendo en un fraude procesal, toda vez que el único propósito era inducir en error al funcionario judicial. Para finalizar, los argumentos anteriormente expuestos, son suficientes para que se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar, se declare probada la excepción propuesta por la parte demandada y denominada “falta de legitimación en la causa por activa”, toda vez que la sociedad “Delta Ingeniera SAS”, representada legalmente por el señor Fernando Arboleda Moscoso, no se encuentra legitimada para solicitar la rendición de cuentas del socio demandado. De conformidad con el artículo 419 del Código de Comercio, el cual determina quiénes constituyen la asamblea general de accionistas y el artículo 420 de la misma norma, que señala las funciones de la misma y en su artículo 3º establece: “… ordenar las acciones que correspondan contra los administradores, funcionarios directivos o revisores fiscales”. Señores magistrados, con todo respeto, en estos términos queda sustentado el recurso de apelación”. 
SENTENCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso la apoderada del demandado, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de septiembre de 2016, en el proceso sobre rendición de cuentas que instauró la sociedad Delta Ingeniería SAS contra Rubén Darío Pineda Zuluaga.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Están dadas las condiciones para desatar de fondo la controversia y ninguna causal de nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado.

2. Corresponde a esta Sala determinar si el demandado tiene obligación de rendir las cuentas que le solicita la sociedad demandante, en relación con las facturas que se relacionan con los números 23 a 26 de las pretensiones de la demanda y respecto de los dineros consignados en la cuenta  corriente No. 720-391595-4 de Bancolombia, detallados en los numerales 27 a 34 del mismo acápite, para lo cual, como es obligación del juez, se analizará la legitimación en la causa de cada una de las partes, cuya ausencia en la demandante alegó además la parte demandada como excepción de fondo y en tal forma, se dilucidará lo que fue el objeto de la impugnación.

3. La legitimación en la causa por activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que invoca el demandante, y por pasiva, la de obligado a ejecutar la prestación correlativa en el demandado. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la pretensión y no de la acción.

Sobre el tema ha dicho la Corte Suprema de Justicia:
“La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia.
En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pág. 360), exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla “con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular” (cas. civ. Sent. de jul. 1º/2008, [SC-061-2008], Exp. 11001-3103-033-2001-06291-01).
Y ha sido enfática en sostener que tal fenómeno jurídico “ ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de este’ ” (Sent. de Cas. Civ. de ago. 14/95, Exp. 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 2001, Exp. 6050)…”


4. El proceso de rendición de cuentas tiene como finalidad el exigir a otro exhibir el resultado de una gestión que realizó en interés de quien las reclama o que sea este quien pida le sean recibidas, cuando administró bienes de aquel a quien se le ofrecen.

La obligación de rendirlas pesa entonces sobre quien ha efectuado una gestión en beneficio de otra persona, a quien debe dar cuenta de su resultado.

El origen de esa obligación puede encontrarse en la ley, como en el caso de los guardadores de incapaces, de los albaceas o de los secuestres que administran bienes ajenos; en la convención o contrato, como en el mandato; o en un acto unilateral lícito, como la agencia oficiosa. En estas hipótesis, los sujetos obligados a rendir cuentas lo están porque previamente ha habido un acto jurídico (contrato, mandamiento judicial, disposición legal) que los obliga a gestionar negocios o actividades por otra persona.

Por eso se ha dicho que: “El único legitimado para reclamar las cuentas y, por tanto, asumir la calidad de demandante es la persona que efectuó el encargo … o quien tiene derecho de exigirlas de acuerdo con la ley …, mientras que el demandado es la persona que llevó a cabo la gestión…
. 

5. En el caso bajo estudio están demostrados los siguientes hechos:
5.1 Los señores Fernando Arboleda Moscoso y Rubén Darío Zuluaga Pineda son socios de la sociedad Delta Ingeniería SAS; el primero es el representante legal principal; el segundo el suplente, tal como lo acredita el certificado de la Cámara de Comercio que se allegó con la demanda (folios 48 y 49, cuaderno No. 1).

5.2 La referida sociedad tuvo abierta la cuenta corriente No. 720-391595-54 en Bancolombia, desde el 9 de marzo de 2015, la que actualmente se encuentra cancelada, como lo demuestra la certificación expedida por esa entidad financiera. (folio 205, cuaderno No. 1)
5.3 El demandado, en su calidad de representante legal suplente de la sociedad actora fue quien abrió la referida cuenta corriente, sin autorización del demandante y respecto de ella no se ha rendido informe, tal como lo aceptaron las partes en los interrogatorios que absolvieron y al dar respuesta a la demanda. En ese primer acto, dijo el representante legal de la sociedad demandante que el demandado abrió la cuenta por capricho suyo, y este justificó el hecho con el argumento de que tenían problemas con la cuenta del Banco de Bogotá y por eso abrió otra en Bancolombia.

En esas manifestaciones se encuentra una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 191 del CGP puede ser apreciada y vale también la que se hizo por medio de apoderada, de conformidad con el artículo 193 de la misma obra.

5.4 En el mismo sentido se pronunció además el testigo Jeison Díaz, quien laboró para la sociedad demandante desde octubre de 2012 hasta finales de 2015, como auxiliar administrativo y así pudo percibir que Rubén Darío discutía con Fernando Arboleda en razón a que los dineros de la empresa ingresaban por medio del Banco de Bogotá, pero no se hacían efectivos muy rápido y por ello, el primero le decía al segundo que abrieran otra cuenta, a lo que efectivamente  procedió el accionado,  lo hizo en Bancolombia y era quien la manejaba, pues atendía los gastos de la sociedad, de lo que se enteró porque actuaba como intermediario en razón a que el último le entregaba los cheques; él los cambiaba y entregaba el dinero al demandante. 

A ese testimonio la Sala concede valor demostrativo en razón a que los hechos narrados llegaron a conocimiento del declarante por percepción directa, tal como lo narró en su versión; además,  resultó exacto, completo y responsivo, 

Surge del análisis en conjunto de tales pruebas que el accionado manejó dineros de la sociedad demandante en la cuenta corriente ya citada y que al respecto no ha rendido cuentas.
6. La apertura de esa cuenta por parte del demandado no se produjo porque fuera administrador o representante legal principal de la sociedad demandante, pues esas funciones las ejercía el señor Fernando Arboleda Moscoso de acuerdo con el artículo 29 del Acta No. 01 del 4 de mayo de 2009, por medio de la cual se creó la sociedad demandante, de la que da cuenta la escritura pública No. No. 2352 del 10 de junio de 2009, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, en la que se pactó: “La sociedad será gerenciada, administrada y representada legalmente ante terceros por el representante legal…” (folios 61 a 69, cuaderno No. 1), decisión que autoriza adoptar la ley 1258 de 2008, por medio de la cual se creó la sociedad por acciones simplificada y que en el artículo 17 expresa: “Organización de la sociedad. En los estatutos de la sociedad por acciones simplificada se determinará libremente la estructura orgánica de la sociedad y demás normas que rijan su funcionamiento…”

La cuenta de que se trata la abrió el demandado como representante legal suplente de la sociedad actora, hecho que no ha sido objeto de controversia en el plenario y que por el contrario, ambas partes aceptaron. 

Pero esa calidad no lo facultaba para abrirla, pues no se estaba ante una falta absoluta o temporal del representante legal principal y tampoco tenía el accionado poder expreso para hacerlo de acuerdo con los estatutos que rigen a la sociedad demandante, que no le permiten actuar en forma simultánea con el representante legal principal, pues el objetivo de la suplencia no es otro que el de reemplazar a la persona que ejerce la titularidad de la representación legal de una compañía en sus faltas temporales y absolutas, como lo explicó la Superintendencia de Sociedades en oficio 220-087352 del 10 de junio de 2014:

“1 Respecto al suplente del representante legal de una compañía, la Superintendencia de Sociedades se ha pronunciado en innumerables oportunidades, entre los cuales podemos hacer referencia al Oficio 220-142234 del 26 de noviembre de 2010, (Facultades del representante legal suplente de una compañía), en donde en sus partes pertinentes expreso: “(………) “se tiene que la representación legal surge de una regla de derecho que impone a las personas jurídicas tener un representante, el que constituye un órgano de gestión externa, con poderes y facultades limitados o restringidos en los estatutos, presupuesto que determina el límite dentro del cual puede contratar y a partir del cual, sus actos generan directa y eficazmente efectos entre el tercero y la sociedad; contrario sensu, el acto o contrato no puede vincular al representado, sino al representante, vale decir, a la persona que en su nombre se hubiere obligado. La importancia de la representación legal frente a los asociados como a los terceros en general, es de tanta trascendencia que la ley ha dispuesto los mecanismos necesarios para evitar que una sociedad quede sin una persona que la represente en un momento determinado, como cuando se da el caso de la falta absoluta del mismo, pues es ahí cuando es indispensable la existencia de la figura de la SUPLENCIA. Es preciso tener en cuenta que el objetivo de la suplencia no es otro que el de reemplazar a la persona que ejerce la titularidad de la representación legal de una compañía en sus faltas temporales y absolutas. Es así que de acuerdo con el diccionario de la Academia de la Lengua, vigésima edición, Tomo II, ‘suplencia’, en su primera acepción significa “acción y efecto de suplir una persona a otra”; ‘suplir’ por su parte, de acuerdo con el mismo diccionario quiere decir “Cumplir o integrar lo que falta en una cosa, o remediar la carencia de ella….”, de donde se corrobora lo anteriormente expuesto, esto es, que el suplente del representante legal es la persona que suple el lugar del titular en su ausencia temporal o definitiva. En lo que a este tema se refiere, la Superintendencia de Sociedades ha manifestado lo siguiente en el Oficio 220-001192 del 17 de enero de 2002. "Para que el representante suplente pueda desempeñar el cargo, se requiere, no la ausencia material del titular, sino la imposibilidad de desempeñar las funciones que le han sido asignadas, a menos que estatutariamente o por un pronunciamiento del máximo órgano social, se le hayan asignado al representante legal suplente, facultades especiales para representar a la sociedad sin necesidad de que se dé la circunstancia anterior". En resumen, se tiene que la actuación del suplente está circunscrita exclusivamente a la imposibilidad temporal o definitiva del principal para actuar. Mientras el principal se encuentre en uso de sus funciones, no hay lugar a que el representante legal lo supla, por lo tanto, mientras no actué como suplente del principal, el suplente no será considerado administrador de la compañía, por lo tanto, no le asisten los derechos ni las obligaciones que la ley y los estatutos confieren al representante legal principal.” 
En similares términos se pronunció en oficio 220-141057 del 13 de julio de 2016:

En este caso, el demandado no actuó ante una falta temporal o absoluta del principal al abrir la cuenta corriente a que se refieren los hechos de la demanda y por ende, no puede decirse que obró como representante legal, en ejercicio idóneo de una suplencia; por tanto, de acuerdo con el concepto que se acaba de transcribir, no se son aplicables las obligaciones que establece el legislador para los administradores o representantes legales de una sociedad, en materia de rendición de cuentas.

En efecto, el artículo 420 del Código de Comercio, en el numeral 3º, faculta a la Asamblea General de Accionistas ordenar las acciones que correspondan contra los administradores, y los artículos 45 y 46 de la ley 222 de 1995 ordenan a los administradores rendir cuentas comprobadas de su gestión al final de cada ejercicio y cuando se las exija el órgano que sea competente para ello. Empero, aunque el demandado fue citado como representante suplente de la sociedad demandante, se reitera no tuvo la calidad de administrador de la compañía.

7. Como atrás se indicara, está probado que el citado señor fue   quien abrió la cuenta corriente tantas veces citada, sin que para ello estuviese facultado, pues no podía actuar como representante legal suplente de la sociedad demandante porque no estaba ausente temporal o definitivamente el principal.

De esa manera las cosas, puede deducirse que tal apertura se produjo como consecuencia de un acto unilateral lícito del demandado. Concretamente actuó como agente oficioso, de acuerdo con la definición que trae el artículo 2304 del CC, al decir que “La agencia oficiosa o gestión de negocios ajenos, llamada comúnmente gestión de negocios, es un contrato por el cual el que administra sin mandato los bienes de alguna persona, se obliga para con esta y la obliga en ciertos casos.” 
De acuerdo con el artículo 2305 del mismo código, las obligaciones del agente oficioso o gerente son las mismas que las del mandatario;  el artículo 2181 de esa obra dice que el mandatario es obligado a dar cuenta de su administración y el 1268 del C de Co expresa que el mandatario deberá informar al mandante de la marcha del negocio; rendirle cuenta detallada y justificada de la gestión y entregarle todo lo que haya recibido por causa del mandato, dentro de los tres días siguientes a la terminación del mismo.
En el asunto bajo estudio, la agencia oficiosa terminó, respecto del manejo de la cuenta corriente de que se trata, pues fue cancelada, tal como se indicara en otro aparte de esta providencia. Por ello,  surgió la obligación para el demandado, de rendir las cuentas que respecto de él se reclaman. 
8. Los argumentos que hasta aquí se han traído permiten entonces aseverar que en este caso no recaía en la asamblea general de accionistas la decisión de iniciar esta acción o la de exigir cuentas al accionado, como lo sostiene la apoderada de la parte demandada, pues no se está frente a un administrador de la sociedad, sino frente a un agente oficioso.

También, que estaba facultado para reclamar las cuentas el señor Fernando Arboleda Moscoso, en su calidad de representante legal de la sociedad demandante, pues como agente oficioso, el demandado administró la tan mencionada cuenta de su propiedad .

Y ello entonces permite también deducir que el señor Arboleda Moscoso no actuó como un socio más, ni frente a un administrador, como ya se ha explicado, razón por la cual tampoco puede aplicarse en este caso, el concepto de la Superintendencia de Sociedades, contenido en el oficio número 220-020481 del 02 de abril de 2012, radicado 2012010320639. 
9. De lo expuesto entonces puede concluirse que las partes están legitimadas en la causa en relación con las cuentas que se reclaman respecto de los dineros que se relacionaron en las pretensiones, distinguidas con los números 27 a 34, pues en la cuenta corriente multicitada fueron consignados dineros de propiedad de la demandante y porque fue el demandado quien gestionó su apertura y la regentó.
10. Para la Sala no tienen acogida los demás argumentos que planteó la parte demandada para obtener la revocatoria del fallo, por lo menos en relación con la cuenta corriente de que se trata, porque las controversias que han surgido entre el demandado y el representante legal de la sociedad demandante, en relación con la participación del primero en las decisiones de la empresa, son cuestiones ajenas a lo que constituye el objeto de este litigio, en el que, en esta etapa inicial, solo corresponde establecer lo relacionado con la existencia de la obligación de rendir cuentas.
Sobre el tema, dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“Desde antaño la Corte tiene dicho que el proceso de rendición de cuentas tiene como objeto “saber quién debe a quién y cuánto, cuál de las partes es acreedora y deudora, declarando un saldo a favor de una de ellas y a cargo de la otra, lo cual equivale a condenarla a pagar la suma deducida como saldo” (Cas. Civil. Sent. de 23 de abril de 1912, G.J. Tomo XXI, pág. 141); por lo tanto, si la finalidad de ese proceso es establecer, de un lado, la obligación legal o contractual de rendir cuentas, y de otro, determinar el saldo de las mismas, no tiene discusión que uno y otro pronunciamiento cabe hacerlo en distintas fases, autónomas e independientes, como así lo consagra, para el caso de oposición, el Código de Procedimiento Civil en sus artículos 418 y 419. 

La primera fase, esto es, la rendición de cuentas propiamente dicha, es de naturaleza declarativa, el sentenciador determina si la parte demandada debe rendir las cuentas que solicita el demandante, obligación que surge de la ley o del contrato, como arriba se anotó. Por el contrario, la segunda fase, en la que se establece el quantum de la obligación declarada en la primera fase, es de condena y presupone la certeza de la obligación legal o contractual de rendir cuentas. Así las cosas, es presupuesto lógico y necesario de la segunda fase, definir con antelación si el demandado se encuentra obligado legal o contractualmente a rendir cuentas…”
. 

Y sea entonces esta la oportunidad para afirmar que como se estaba en la etapa inicial, la de establecer si se debían o no rendir las cuentas, no resultaba medio probatorio idóneo para ello el dictamen pericial que de manera oficiosa decretó el juzgado para establecer aspectos contables que hacen parte de la segunda fase del proceso.
11. Se revocará sí la sentencia de primera sede en cuanto mandó rendir cuentas respecto de las facturas cambiarias de compraventa a que se refieren los números 23  a 26 de las pretensiones, porque en relación con ellas no se relató hecho alguno del que pueda deducirse la existencia de  aquella obligación. En efecto, en los hechos 8 a 10 de la demanda se detallaron cuatro de tales documentos por su valor y fecha de creación, pero no se indicó por quién fueron aceptadas, ni el nombre de su beneficiario, sin que tal escrito contenga relato alguno del que pueda inferirse que títulos valores como esos hayan sido administrados por el demandado, ni el origen de esa supuesta gestión.

En consecuencia, no resultaba posible acceder a la pretensión de que se trata; hacerlo, implicaría desconocer el artículo 281 del CGP que al consagrar el principio de la congruencia, le ordena al juez dictar sentencia de acuerdo con los fundamentos fácticos en que se apoyan las pretensiones de la demanda, porque en este caso, ninguno se relató en el que se haya expresado la razón por la que el actor está legitimado para solicitar al demandado rendir cuentas sobre los títulos valores a que se ha hecho referencia; tampoco alguno indicativo de que sea este el llamado a hacerlo.
11. Se confirmará entonces parcialmente la sentencia y por tal razón se abstendrá la Sala de imponer condena en costas. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

F A L L A 


CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 27 de septiembre de 2016, en el proceso  sobre rendición de cuentas promovido por la sociedad Delta Ingeniería SAS contra Rubén Darío Pineda Zuluaga, excepto en cuanto ordenó al demandado rendir cuentas sobre las facturas cambiarias de compraventa relacionadas en las pretensiones, que SE REVOCA; en su lugar, se niega esa petición.
Sin costas en esta instancia.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones quedan notificadas en estrados. 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY HERRERA GRISALES




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁ
� Sala de Casación civil, sentencia del 24 de julio de 2012, expediente 110131030261998-21524-01, M.P. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. 


� Azula Camacho, Manual de Derecho Procesal Civil Tomo III, Editorial Temis 1993, pág. 106.


� Auto de 30 de septiembre de 2005. Expediente 11001-02-03-000-2004-00729-00. M.P. Dr. Edgardo Villamil Portilla.





1

